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		Impuesto al Valor Agregado. Créditos fiscales. Reintegros. Un interesante criterio de interpretación de la Corte Suprema de Justicia 

Por el Dr. Richard Leonardo Amaro Gómez 


	
	Objeto:
La finalidad de este artículo es realizar un análisis general de dos pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia, en los cuales se trataron dos causas sustancialmente similares. En ambas sentencias, con fecha 26 de Junio de 2012, el tribunal se pronunció en el mismo sentido, primero haciéndolo en la causa “Cargill S.A.C.I. c. E.N. AFIP DGI (GC) – resols 9, 10 y13/04 s/ Dirección General Impositiva” (en adelante, causa Cargill), y luego en SACEIF Louis Dreyfus y Compañía Limitada c. en Afip DGI - Resols. 236, 237 y 238/02 s/Dirección General Impositiva” (en adelante, causa Dreyfus). En este último pronunciamiento se remitió al primero.

Quiero aclarar que para que el lector pueda comprender el fondo del asunto tratado, primero haré una breve reseña general del marco normativo de la Ley del Impuesto al Valor Agregado en cuanto a lo que a recupero de crédito fiscal se refiere, para luego examinar los hechos. Por otra parte, no se hará un análisis exhaustivo de los pronunciamientos, dado que considero que la importancia capital que tienen estos fallos radica en el criterio interpretativo utilizado por la Corte.

Introducción. Marco normativo. Hechos.
Las dos causas se plantearon en torno a diferencias en la liquidación de reintegros de impuestos, en el marco del régimen de recupero de crédito fiscal del Impuesto al Valor Agregado, que inciden sobre los bienes, servicios y locaciones que se destinen a las exportaciones o a cualquier etapa de consecución de las mismas.

Recordemos que la Ley del Impuesto al Valor Agregado (en adelante, LIVA) estableció en el artículo 43 el respectivo régimen de reintegro de crédito fiscal abonado por la adquisición de bienes o las locaciones de servicios afectados a operaciones de exportación. El mismo plasmó diferentes mecanismos para obtener dicho recupero: compensación, acreditación, devolución y / o transferencia, según un determinado orden de prelación.

Si nos remitimos estrictamente al artículo antes mencionado, en las solicitudes de reintegro primero debe operar el mecanismo de la compensación contra el propio impuesto. A su vez, a esto se suma lo dispuesto en el artículo 19 de la Resolución General 1101 de fecha 1 de Octubre de 2011 que regló que de existir un saldo remanente luego de la compensación antes mencionada, el mismo deberá computarse contra las retenciones o percepciones que hubieran practicado del Impuesto al Valor Agregado los contribuyentes, de acuerdo a los regímenes vigentes. Caso contrario, primero deberá abonar las recaudaciones antes mencionada, para que proceda la devolución del reintegro (RG 616/1999 art. 1 y 29 punto 3).

Si tras la compensación señalada en el párrafo anterior, resultare un saldo remanente el mismo podrá ser acreditado contra otros impuestos a cargo de la Administración Federal de Ingresos Públicos y que el contribuyente adeudare, como lo señala el segundo párrafo del artículo 43 de la LIVA.

Y si finalmente aún hubiese un saldo a favor, el mismo será objeto de los mecanismos de transferencias a terceros o devolución, también opción del exportador.

En consecuencia, el destino del crédito fiscal a recuperar puede ser:

1. Compensación: contra el mismo impuesto que adeudaren, incluyendo la posibilidad de los agentes de retención de IVA de compensar el crédito fiscal solicitado, contra las retenciones y percepciones de IVA a ingresar.

2. Acreditación: contra otros impuestos que al momento de la solicitud no se encuentren vencidos, como por ejemplo, los anticipos del Impuesto a las Ganancias a cancelar.

3. Transferencias a terceros: conforme a lo normado en la Ley 11.683 de Procedimientos Tributarios.

4. Devolución: mediante transferencia bancaria.

Hasta aquí hemos resumido muy brevemente el esquema de imputación cuando se solicita el reintegro de créditos fiscales. Seguidamente, haremos un comentario sobre lo dispuesto en un decreto que se sancionó en el año 2001 y que actualmente no está vigente, pero que es necesario hacerlo porque fue el que generó la controversia de los casos analizados.

En el año 2001 entró en vigencia el Decreto N° 1387, cuyo artículo 43 disponía que los exportadores podían solicitar que la devolución del respectivo impuesto, sea determinada y efectivizada en dólares estadounidenses. A su vez, el artículo 44 de dicho decreto, estableció que “la conversión a dicha moneda deberá hacerse de acuerdo al tipo de cambio vendedor del BANCO DE LA NACION ARGENTINA vigente al cierre del día de emisión de las correspondientes facturas o documentos equivalentes que dan origen a la referida devolución”.

Posteriormente, en el año 2002 se sancionó el Decreto N° 261 de fecha 8 de febrero de 2002, actualmente vigente, que derogó la posibilidad que tenían los exportadores para obtener la devolución de sus créditos fiscales en dólares. A su vez, el artículo 2 del decreto antes mencionado regló qué:

“Las devoluciones del Impuesto al Valor Agregado, que hubieran sido requeridas en dólares estadounidenses bajo el régimen que estableciera oportunamente el Título V del Decreto N° 1387/01 y que se encuentren pendientes de cancelación a la fecha del presente decreto, serán abonadas en pesos conforme al tipo de cambio vendedor vigente a la fecha en que se hagan efectivas las mismas.

Idéntico tratamiento será de aplicación para las devoluciones del Impuesto al Valor Agregado proveniente de facturas o documentos equivalentes emitidos hasta el 31 de enero de 2002 y siempre que se vincule con exportaciones perfeccionadas —conforme a lo dispuesto en el artículo 41 de la Reglamentación del tributo, aprobada por el artículo 1° del Decreto N° 692 del 11 de junio de 1998 y sus modificaciones— hasta el 28 de febrero de 2002, ambas fechas inclusive”.

De esta manera quedó finiquitada la opción que tenía el contribuyente.

Adentrándonos ahora en los hechos que generaron la controversia, los contribuyentes (tanto Dreyfus como Cargill) habían tramitado ante la autoridad fiscal reintegros, solicitando su determinación y efectivización en dólares, conforme al derogado Decreto N° 1387. Cómo en ambos casos existían retenciones y percepciones adeudadas, el Fisco primero procedió a compensarlas en pesos y luego el saldo remanente de la compensación, los convirtió en dólares tomando el tipo de cambio correspondiente. El contribuyente se opuso alegando que como las solicitudes de reintegros fueron efectuadas ejerciendo la opción del Decreto N° 1387 ( o sea, que dicha determinación y devolución se haga en dólares), correspondía primero transformar el importe del mismo en dólares según el nuevo tipo de cambio (que en este caso era 3 pesos por cada dólar), y luego efectuar la compensación contra las retenciones y percepciones, y así determinar el saldo a devolver.

De esta manera la litis se centró en la interpretación de la manera en que debe operar los mecanismos de compensación, acreditación, devolución y transferencias, para el caso concreto en que se solicite la devolución del reintegró en dólares en virtud del ya derogado Decreto N° 1387.

El pronunciamiento de la Corte Suprema Justicia de la Nación.
Al respecto, la Corte Suprema sentenció en la causa Cargill:

“Que según lo afirmó reiteradamente el Tribunal, si la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que ellos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos (Fallos: 200:166; 304:1820; 307:928; 314:1849; y causa “Gomer S.A. c/ AFIP DGI - resol. 15 y 29/98 s/ Dirección General Impositiva”, sentencia del 4 de septiembre de 2007).

Sobre tales pautas, si el legislador ha instituido bajo el genéricamente denominado sistema de recupero (…), diversos mecanismos de restitución del crédito fiscal y les ha asignado una denominación y prelación determinadas —compensación, acreditación, devolución y transferencia—, resulta inaceptable que una norma específicamente referida a uno de tales mecanismos —la devolución— sea extendida a los demás mediante un empleo promiscuo de tales conceptos, como se efectúa en la sentencia apelada.

12) Que, en consecuencia, cabe concluir que cuando el decreto 1387/2001 dispone que “los exportadores podrán solicitar que la devolución del impuesto prevista en el segundo párrafo del artículo 43 de la Ley de Impuesto al Valor Agregado (texto ordenado en 1997 y sus modificaciones), sea determinada y efectivizada en dólares estadounidenses” (art. 43), se refiere, efectivamente, a la “devolución”, y ésta tiene lugar sólo sobre el saldo de las sumas pendientes de reintegro una vez utilizados los mecanismos de compensación y acreditación”.

En la causa Dreyfus, la Corte remitió a lo expresado en la causa Cargill dado que las cuestiones planteadas eran sustancialmente análogas.

De esta manera, en la causa Cargill la Corte revoca la sentencia apelada por el Fisco y rechaza la demanda. En la instancia anterior, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, Sala II, había fallado a favor del contribuyente.

En la causa Dreyfus, confirma la sentencia apelada por el organismo fiscal, que en la instancia anterior la cámara se había pronunciado a favor del fisco nacional.

La reflexión final. La importancia capital de los pronunciamientos.
Si bien hoy ya no está vigente el Decreto N° 1387 de 2011 que había generado la controversia, ello no obsta que los pronunciamientos de la corte revistan una importancia singular, porque sientan un antecedente para la interpretación de las leyes, ante futuras controversias o ante la necesidad de tomar una decisión frente a posibles interpretaciones difusas de las normas. Ello pese a que no estoy de acuerdo con los pronunciamientos de la Corte.

Según lo veo, el criterio de interpretación de la ley que deja sentado el tribunal es que ante diversos mecanismos fiscales relacionados o vinculados, bajo un orden determinado, si una norma se refiere específicamente a uno de ellos, la misma no resultará aplicable a los demás mediante la utilización indiferente de lo normado en la misma.

No obstante, creo que las sentencias no fueron acertadas ya que considero al igual que Elene I. Highton de Nolasco y E. Raúl Zaffaroni, integrantes de la Corte que votaron en disidencia, que las normas de reintegro del crédito fiscal conforman un sólo sistema con diversas etapas todas ellas tendientes a la determinación del saldo que será objeto de la respectiva devolución. Ya sea que hablemos de compensación, acreditación, devolución o transferencia, es indiferente, porque en todos los casos se trata del mismo objeto, recuperar lo tributado. Desde este enfoque, la opción del contribuyente contemplada en el artículo 43 del Decreto N° 1387/01 debió circunscribirse al saldo inicial a recuperar del contribuyente, antes de la respectiva compensación. Es decir, el planteo de los contribuyentes era lo que mejor se adecuaba a la interpretación de la norma.

En otro orden de ideas, el artículo 43 del Decreto N° 1387, como menciona Highton y Zaffaroni, decía claramente que la “determinación” será en dólares estadounidenses, lo cual “denota que no solamente se refiere al pago que será efectivizado en moneda extranjera, sino a la determinación del monto, concepto que indudablemente remite a los procedimientos de compensación antes examinados y que concluyen con la devolución del tributo”.

Mi apreciación personal es que debieron interpretarse las normas en pugna de manera sistémica, ya que son integrantes de un solo sistema legal con un único fin: la restitución de lo pagado en concepto de IVA por el exportador. Esto implica no limitar la opción del contribuyente a una de sus etapas.

Pero, pese a no estar de acuerdo con lo sentenciado, no puedo dejar de reconocer que el pronunciamiento es valioso porque servirá como antecedente para futuras situaciones litigiosas que se presenten, más allá que habrá que evaluar las características de cada situación en particular.

Pienso que así como en la vida en general ante una misma situación las personas pueden tener diferentes apreciaciones de lo que resulta correcto, lo mismo sucede en la justicia. Por esta razón, a pesar de no estar de acuerdo con lo sentenciado, no dejo de remarcar la importancia del pronunciamiento, porque no siempre lo que uno piensa que hubiese sido correcto, realmente lo es.

En muchos casos será necesario recurrir a otros puntos de vistas o enfoques, para obtener una mejor perspectiva para desentrañar la correcta interpretación de las normas.
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